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Ley 2/1998, de 3 de marzo, sobre el cambio de denominacién de las provincias

de La Corufiz y Orense (BOE niim.

El articulo 1 del tradicional Real de-
creto de 30 de noviembre de 1833 {co-
nocido como el Decreto de Javier de
Burgos), que supuso la creacién de la
provincia a imagen y semejanza del
departamento francés, establecia que las
provincias adoprarian el nombre de sus
capirales respectivas, excepto las de Ala-
va, Navarra, Guipizcoa y Vizcaya, que
conservaban sus denominaciones. Este
sistema de denominacién no se modifi-
¢t en ningln caso hasta la promulga-
cién de la Constitucién, en que la an-
tigua provincia de Logrofio pasé a
denominarse La Rioja (Ley 57/1980, de
15 de noviembre), la denominacién de
la provincia de Oviedo se cambié por la
de Asturias (Ley 1/1983, de 5 de abril)
y la de la provincia de Santander por la
de Cantabria (disposicién final de la
Ley orgénica 6/1981, de 30 de diciem-
bre, por la que se aprueba su Estatuto
de autonomia). En estos tres tltimos
casos, aunque coincidan, el cambio de
la denominacién de la provincia es in-
dependiente de la denominacién de la
comunidad auténoma que se debe es-
tablecer por mandato constitucional
(art. 147.2.2 CE) en su respectivo Es-
tatuto de autonomia. A pesar de que se
trata de comunidades uniprovinciales,
el cambio de denominacién provincial
se produce con anterioridad, posteriori-
dad o simultaneidad a la adopcién del
Estatuto de autonomia, pero siempre
con independencia de la constitucién y
denominacién de la comunidad auté-
noma.

El cambio de denominacién de la
provincia viene regulado en el arr. 25.2
del texto refundido de las disposiciones
legales vigentes en materia de régimen
local (Real decreto legislarivo 781/

54, de 4 de marzo de 1998).

1986, de 18 de abril}, que establece que
sélo por ley ordinaria aprobada en las
Cortes Generales se puede modificar la
denominacién y capitalidad de las pro-
vincias. Por el contrario, el art. 141.1
CE exige que cualquier atteracién de los
limites provinciales deberd ser aprobada
por ley orgdnica, en un deseo del consti-
tuyente de proteger a las provincias en
el momento histérico del nacimiento
de las comunidades aurénomas, aunque
para dicho objetivo hubiera sido mas
adecuado la exigencia de la ley orgéni-
ca para la alteracién del nimero de las
provincias y no de sus limites territo-
riales.

En cualquier caso, la modificacién de
la denominacién y de las capirales de las
provincias se realiza mediante ley ordi-
naria en los términos del art. 25.2 del
Real decreto legislativo 781/1986. Este
articulo fue sometido a control de cons-
titucionalidad en la STC 385/1993, de
23 de diciembre, en la que se consideré
que el precepto era constitucional y que
el cambio de denominacién de las pro-
vincias era una competencia de los érga-
nos centrales del Estado. Se argumenté
que del mismo modo que !a delimita-
cién del territorio provincial trasciende
el interés propio de las comunidades
auténomas, pasando a ser dicho interés
suptaautondémico, general y estatal,
ocurre algo similar con la capiralidad ya
que es un aspecto esencial en la configu-
racién del ente territorial por ser el lu-
gar de la sede de sus instituciones y ser-
vicios. En el mismo sentido, el Tribunal
Constitucional consideré que la impo-
sicién del nombre de la provincia o su
cambio también encaja en las bases
cuya determinacién corresponde al Es-
tado. La denominacién y la capitalidad
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son elementos muy unidos y aspectos
esenciales de la configuraciéon de un
ente pablico terrivorial, siendo compe-
tencia estatal la regulacion de los ele-
mentos necesarios y bisicos de la Ad-
ministracion local en los términos del
art. 149.1.18 CE. Esta decisién fue cri-
ticada en el voto particular del magis-
trado Rafael de Mendizdbal a la STC
385/1993, en el que argumenté que el
nombre o denominacién de la provin-
cia no tenia cardcter basico, ya que, ade-
mas de no hacerse ninguna referencia a
este problema en el texto constitucio-
nal, no era un elemento definider de la
personalidad provincial en su marco
geogrifico y en su contexto histérico, ni
parece que pueda compromerter el inte-
rés general del Estado. Ademds, se pue-
de plantear el contrasentido de que las
comunidades puedan cambiar el nom-
bre de la capital de una provincia (tal
como sucede en la prictica de confor-
midad con el bloque de la constitucio-
nalidad), pero no la denominacién de la
provincia,

En cualquier caso, se debe tener en
cuenta que se ha utilizado recientemen-
te este art. 25.2 del Real decreto legisla-
tivo 781/1986 con anterioridad y pos-
terioridad a esta sentencia del Tribunal
Constitucional. La Ley 2/1992, de 28

de febrero, modifico el nombre de las
provincias de Gerona y Lérida por el de
Girona y Lleida, respectivamente, y la
Ley 2/1998, de 3 de marzo, objeto de
este breve anlisis, cambia la denomina-
cién de las provincias de La Corufa y
Orense por las de A Corufia y Ourense.

Esta Ley acepta el cambio de uriliza-
cion de los topdnimos gallegos como
consecuencia de la aceptacién popular
en el uso diario de los nuevos nombres
adoptados a partir de la reglamentacién
de normalizacién lingiifstica gallega que
establecfa que los topénimos de Galicia
tendrian como 1nica forma oficial la ga-
llega (arc. 10 de la Ley del Parlamento
gallego 3/1983, de 15 de junio, de nor-
malizacién lingiiistica). Ademds, en
aplicacién de esta normariva se aprobé
el Decreto de la Xunta de Galicia
146/1984, de 27 de septiembre, que es-
tablecia el cambio de la denominacién
de las capitales de las provincias de La
Corufia y Orense por las de A Corufia y
Qurense. En definitiva, esta Ley es una
adecuacién tardia a lo que plantea este
Decrero de la Xunray alo que era el uso
tradicional e histérico de unas denomi-
naciones que ya aparecian en documen-
tos elaborados en el siglo xiiL.

]1.C.G.

Ley 4/1998, de 3 de marzo, que establece el régimen sancionador previsto en el
Reglamento (CE) 3093/1994 del Consejo, de 15 de diciembre, relativo a las
sustancias que agotan la capa de ozono (BOE nam. 54, de 4 de marzo de

1998).

El Consejo de la Unién Europea
aprob6 el Reglamento 3094/1994, que
regula la produccién, el consumo y el
comercio de las sustancias que agoran la

capa de ozono establecidas en la en--

mienda de Copenhague al Protocolo de

Montreal de 1987 {(del que forma parte
el Estado espafiol y que rambién firmé
la UE). Es vigente desde el 23 de di-
ciembre de 1994. Aunque el Reglamen-
to comunitario se ha ido definiendo por
su cardcter de disposicién self-executing



